Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 8 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


-“Carpeta N* 1298/2013. Caja de Jubilaciones y Pensiones Profesionales Universitarios. Se 
sustituye el inciso 4% de la Ley N* 17.738, de 7 de enero de 2004. (Régimen Jubilatorio para 
Magistrados y funcionarios vinculados a la actividad judicial) Distribuido N* 2363/2013. Proyecto de ley 
con exposición de motivos presentado por el señor Senador Luis A. Lacalle. 


Carpeta N* 1315/2013. Régimen de Ahorro Individual Jubilatorio. Modificaciones. Distribuido 
N* 2338/2013. Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo. 


Carpeta N* 1330/2013. Caja de Jubilaciones y Pensiones Profesionales Universitarios. Se 
modifica el artículo 124 de la Ley N* 17.738, de 7 de enero de 2004. Proyecto de ley aprobado por 
Cámara de Representantes. 


Pago de Pensiones Alimenticias Decretadas u Homologadas Judicialmente. Distribuido N* 
2350/2013. 


La Comisión de Salud Pública de la Cámara de Senadores remite a esta Asesora, una 
solicitud de audiencia de la Red de Sindicatos de Trabajadores de las Emergencias Móviles (REM). 


Solicitud de audiencia del PIT-CNT conjuntamente con la Intergremial Marítima a efectos de 
plantear la situación creada con la empresa Cristhofersen. 


Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del Uruguay solicitan audiencia con el fin de 
plantear su preocupación respecto a los siguientes temas: Ley N* 17.550, aguinaldo, AFAP, aumento 
de la edad para jubilarse, baja de los porcentajes relacionados con las tasas de remplazo, entre otros 
temas. 


Funcionarios de la Intendencia de Canelones solicitan audiencia por problemas con la 
misma. 


La Comisión de Salud Pública del Senado resolvió remitir la solicitud de audiencia llegada a 
la misma, de los trabajadores de Adeom, Sector Saneamiento de la Intendencia de Montevideo, por 
entender que es de nuestra competencia el tema de insalubridad en el lugar de trabajo. 


Federación de Ancap, solicita entrevista por el Decreto de esencialidad aplicado sin mediar 
conflicto. 


La Asociación de Trabajadores de Seguridad Social solicita audiencia por el proyecto 
ingresado sobre Régimen Mixto para aportar su opinión y presentar un articulado complementario. 


República AFAP solicita audiencia con el fin de exponer sobre los plazos que maneja el 
Proyecto de Ley de las AFAP para la entrada en vigencia del bienvenido Bi-Fondo no son compatibles 
con los plazos necesarios tanto para nosotros como para el Banco Central del Uruguay para poder 
poner operativos los dos Fondos. 


Invitación a la segunda Mesa Redonda de Política Nacional de Promoción Cooperativa de 
Cudecoop. 


La Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias remite el informe solicitado en relación a los 
exempleados de los Bancos Caja Obrera, Comercial, de Crédito, y de Montevideo desempleados 
debido a la crisis que llevó al cierre de estas Instituciones en los años 2002-2003. 


El Banco de Previsión Social remite respuesta a la consulta formulada con fecha 10 de mayo 
de 2013 respecto a desde cuándo los trabajadores de la empresa Rilomark S.A. se encontraban en 
seguro de desempleo y si existía voluntad para otorgar la prórroga de 60 días más. 


Unión Capital AFAP remite sugerencias sobre el proyecto de Régimen de Ahorro Jubilatorio, 
Modificaciones, y solicita audiencia. 


Sura AFAP solicita audiencia para poner en conocimiento la posición de la misma respecto al 
proyecto de Régimen de Ahorro Jubilatorio. Modificaciones. 


La Universidad de la Empresa remite invitación para participar en el Seminario sobre la 
Violencia de Género que se realizará el próximo jueves 15 de octubre”. 


Corresponde agregar que hace algunos minutos el PIT-CNT solicitó audiencia para referirse al 
tema de las AFAP. 


(Ingresa a Sala el señor Ministro de trabajo y Seguridad Social y sus asesores.) 


-Tenemos el gusto de recibir al señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, Eduardo Brenta, 
que nos visita junto con una delegación integrada por el señor Roberto Baz, la señora Ivonne Pandini y 
el doctor José Luis Baumgartner. Además concurren, por el Ministerio de Economía y Finanzas, el 
economista Andrés Masoller y la economista Cecilia Lara. 


La Comisión debe considerar el proyecto de ley que establece modificaciones al régimen de 
ahorro individual obligatorio, consagrado en la Ley N* 16.713. Este proyecto es resultado del Diálogo 
Nacional sobre Seguridad Social, en el cual participaron todos los involucrados en el tema, y tiene 
elementos muy importantes de modificación al régimen, entre ellos, la posibilidad de la revocación de la 
opción voluntaria a integrar el régimen mixto, el mecanismo de asignación de AFAP para bajar las 
comisiones, la creación de subfondos para proteger las AFAP en períodos de incertidumbre y crisis 
financiera, el trámite de cambio de AFAP en la que se elige como destino final, etcétera. Es decir que 
hay muy importantes temas planteados que sin duda contribuyen a que el régimen vaya mejorando. 


He mencionado algunos de los más trascendentes, pero hay también otros, a los que sin duda 
nuestros invitados van a hacer referencia. 


Por lo tanto, le ofrecemos la palabra al señor Ministro para que nos describa la propuesta. 
SEÑOR MINISTRO.- Muy buenas tardes a todos. 


En primer lugar, quisiera hacer una consideración de carácter general que tiene que ver con 
el proceso por el cual arribamos a este proyecto de ley, que ya fuera descripto brevemente por el señor 
Presidente. Como ustedes saben, durante casi dos años se desarrolló un diálogo nacional sobre 
seguridad social con la particularidad de que estuvieron representados todos aquellos que tienen una 
vinculación con el tema, esto es, las organizaciones de trabajadores, los representantes de los 
jubilados, de las propias AFAP, de los Ministerios correspondientes, del Directorio del Banco de 
Previsión Social -tanto los que representan al Poder Ejecutivo como los directores sociales- y de 
los partidos políticos con representación parlamentaria. Por el Partido Colorado concurrió el contador 
Ariel Davrieux; por el Partido Nacional, el doctor Martínez Villalba en una primera etapa y, luego, el 


escribano Daniel García Zeballos; por el Partido Independiente, el arquitecto Canel, y por el Frente 
Amplio el ex Representante Blasina y la ex Senadora, hoy fallecida, Susana Dalmás. De alguna 
manera, esto justifica el largo proceso de análisis y discusión que tuvo este proyecto de ley y explica 
también lo que seguramente algún señor Senador nos planteará después respecto a los tiempos de 
trámite que este proyecto de ley deberá transitar en el Parlamento. Somos conscientes de que, dadas 
las disposiciones constitucionales, los plazos para su aprobación son extremadamente perentorios 
pero nos interesa que los señores Senadores conozcan -seguramente muchos de ellos fueron 
informados por sus respectivos partidos- cómo se desarrolló este intenso debate sobre este y todos los 
temas en materia de seguridad social que hemos remitido al Parlamento en las últimas semanas. 


Para nosotros el diálogo fue extremadamente rico y aportó múltiples miradas. En este tema 
en particular, si bien nos consta que hay quienes pretenden que el proyecto abarque a colectivos que 
no incluye -y seguramente recibirán ese planteo por parte de algunas organizaciones sociales- nuestra 
percepción es que, en términos generales, durante el desarrollo del diálogo nacional sobre seguridad 
social, el proyecto recibió un amplio apoyo de las organizaciones sociales y de los partidos políticos. 
Esta es una referencia importante que ustedes podrán comprobar con los representantes de sus 
partidos durante el desarrollo del proceso. 


El señor Presidente hizo una síntesis ajustada de los principales aspectos que incluye el 
proyecto de ley. El elemento central es que permite a diversos colectivos de ciudadanos deshacer la 
opción de estar incluido en el régimen de ahorro individual administrado por las AFAP. Básicamente, 
esto incluye a todos los trabajadores que haciendo uso de cualquiera de los artículos de la Ley N* 
16.713 hayan expresado su voluntad de estar incluidos en el nuevo régimen, independientemente de 
la variación de sus ingresos. La norma proyectada, incluye a aquellos trabajadores que habiendo 
realizado la opción de ahorro individual, y por distintos motivos, vieron incrementados sus ingresos, y 
quedaron obligados a realizar aportes a las AFAP en forma puntual o permanente. Esto debe 
analizarse en conjunto con la necesidad de generar ámbitos obligatorios de asesoramiento al 
trabajador que le permita tomar una decisión informada sobre su permanencia o no en el régimen de 
ahorro individual. Aquí hay dos conceptos que nos parecen importantes. En primer lugar, estamos 
permitiendo deshacer la opción que hayan realizado aquellas personas que ingresaron al sistema sin 
estar obligados a hacerlo -estimamos que se trata de un colectivo de unas 700.000 personas- muchos 
de los cuales no han realizado nunca un aporte a ninguna AFAP porque no han llegado a los montos 
necesarios para hacerlo. Como consecuencia de lo anterior, estamos planteando que el asesoramiento 
a los potenciales interesados a tomar esta decisión sea obligatorio. Las experiencias anteriores, que se 
realizaron durante los Gobiernos de Batlle y de Vázquez, fueron de apertura por un breve período y sin 
asesoramiento, por lo cual fueron pocas las personas que realizaron la opción. Además, lo más 
importante es que no tuvieron un asesoramiento de calidad, que en este caso estamos estableciendo 
como un requisito obligatorio. Obviamente, esto va a exigir que en el proceso de reglamentación de la 
ley se establezca un mecanismo que permita al Banco de Previsión Social atender esta demanda, que 
no podemos cuantificar; quizás sea muy minoritaria, pero hay que fijar algún mecanismo que nos 
asegure que efectivamente podamos cumplir con este aspecto de la ley que nos parece clave: que la 
persona pueda tomar la decisión con la mayor información posible. Hay que tener en cuenta que una 
parte de esto implica la proyección de su futuro en el mercado de trabajo, que siempre es una 
simulación partiendo de la base de que se mantienen las condiciones de trabajo que tiene al momento 
en que realiza la consulta. 


A diferencia de lo que había sucedido en las instancias anteriores en que se daban 
oportunidades puntuales, en este proyecto estamos planteando una norma de carácter permanente, 
abarcando a todas las personas que hayan hecho la opción del régimen de ahorro individual por medio 
de los artículos 8%, 62 y 65 de la Ley N* 16.713. Por tanto, por el artículo 65, están todas las personas 
que tenían 40 años o más a abril de 1996 y optaron por estar incluidas en el nuevo régimen; por el 
artículo 62, lo están aquellas personas que tenían configurada causal jubilatoria a abril de 1996 y los 
docentes que tenían 25 años de actividad al 31 de diciembre de 1996 por el régimen anterior e hicieron 
la opción de ser incluidos en el nuevo régimen; y, por el artículo 8, todas aquellas personas que 
hubieran hecho la opción de aportar al régimen de ahorro individual en cualquier momento de su 
historia laboral. Podrán optar por salir del sistema de ahorro individual administrado por una AFAP, 
según lo establece el proyecto, todos los trabajadores entre 40 y 50 años de edad que reúnan las 
condiciones mencionadas, debiendo habilitarse un período para que puedan presentarse aquellas 
personas que tengan más de 50 años al momento que se apruebe la norma. El trabajador contará con 
el asesoramiento que mencionábamos, que le permitirá decidir su permanencia o no en el régimen de 


ahorro individual, será de carácter obligatorio y estará realizado por el Banco de Previsión Social. Para 
atender este asesoramiento, el Banco de Previsión Social contará, obviamente, con la información del 
fondo acumulado por cada trabajador, el que será proporcionado por la AFAP correspondiente en forma 
obligatoria, tal cual establece el proyecto, y constará del análisis de la trayectoria laboral -en el fondo 
acumulado más la rentabilidad generada, si es que existe- la edad del trabajador y una proyección 
teniendo en cuenta estos elementos. Estamos proponiendo esto en este rango etario porque 
consideramos que es una etapa de las personas en la que ya se ha transitado por un período 
importante de la vida laboral y, de alguna manera, se puede prever el futuro laboral. Se ha discutido 
mucho respecto de la edad y nos pareció que este rango etario era el adecuado. Por ejemplo, se nos 
planteó la posibilidad de que se permitiera la desafiliación, en caso de que la persona opte por este 
camino, desde una edad inferior. El problema es que uno a los 20 años difícilmente sepa qué va a ser 
de su vida laboral, difícilmente pueda proyectar, al final de su vida laboral, cómo le va a resultar estar o 
no en un sistema mixto. Es por eso que entendimos que aquí estamos, de alguna manera, en la mitad 
de la vida laboral y, por tanto, ya hay una parte que está configurada y una en la que uno puede, de 
alguna manera, estimar o prever. 


Esta opción de retirarse del sistema mixto podrá realizarse por única vez y será de carácter 
irrevocable. Este es un elemento muy importante. En una situación u otra, no existe posibilidad de 
gestionar el sistema, en caso de que los trabajadores tuvieran la opción de ingresar o salir en forma 
permanente. Recordemos que el trabajador, si resuelve salir de la AFAP, se va al Banco de Previsión 
Social con todos los ahorros generados en la AFAP, por lo cual volver significaría recalcular esos 
ahorros y nuevamente afiliarse a una Administradora de Fondos de Ahorro Previsional, lo cual implica 
una mecánica absolutamente imposible de manejar. 


Si el trabajador decide revocar la opción realizada, el fondo acumulado, incluyendo su 
rentabilidad, será inmediatamente transferido al Banco de Previsión Social. El asesoramiento realizado 
deberá contar con el consentimiento informado del trabajador a fin de dar garantías a las partes sobre 
la decisión tomada y deberán tomarse medidas para jerarquizar la información que el trabajador reciba, 
de solicitar su inclusión al régimen. Para ello, las Administradoras deberán entregar, con carácter previo 
a la afiliación del trabajador -es algo que lo mencionábamos recién- material gráfico explicativo, 
elaborado por el Banco de Previsión Social. Esta obligación que mencionaba hoy ya estaba prevista en 
el Decreto Reglamentario de la Ley de 1995, pero fue planteado insistentemente en el diálogo sobre 
seguridad social por las representaciones sociales, y entendimos necesario incluirlo en este proyecto 
dado que es acorde con el objetivo de lograr la máxima y mejor calidad de la información brindada a 
las personas. 


Un tema discutido intensamente durante el desarrollo del diálogo fue el tratamiento de 
aquellos sectores de trabajadores que tienen servicios bonificados, que se retiran en forma bonificada, 
o sea, que tienen una edad de retiro bonificada. Aquí básicamente se comprende a la educación, la 
salud y algunos otros sectores. La persona que se jubila con servicios bonificados en el Banco de 
Previsión Social, al retirarse con menos años -porque tiene la jubilación bonificada- el Banco realiza 
una simulación y se toma una edad ficta para el cálculo de la tasa de mortalidad. Por ejemplo, si la 
persona se jubila con 55 años, se hace una ficción de que se retira con 60, y de ahí en adelante se 
calcula la jubilación correspondiente. Lo que estamos planteando, para no introducir modificaciones 
complejas al tratamiento de este sector, es que la aseguradora que pague finalmente la renta con este 
núcleo de trabajadores haga efectivamente la misma simulación que realiza el Banco de Previsión 
Social, para no tener un tratamiento que no sea igualitario entre quienes se jubilan por el sistema mixto 
y quienes lo hacen solamente por el Banco de Previsión Social. Obviamente, esto va a aumentar el 
monto de la prestación de quien se retire con servicios bonificados. Luego podríamos aclarar algunos 
elementos más que nos llevaron a esto y algunas resoluciones del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, que exoneraron del sobreaporte a aquellas empresas cuyos servicios son bonificados, 
como es el caso concreto de la salud: las entidades mutuales fueron exoneradas de ese sobreaporte y, 
por lo tanto, este nunca se hizo. 


Estamos, señor Presidente, creando un nuevo fondo de retiro para los trabajadores al final de 
los últimos años de su carrera laboral. Por el artículo correspondiente -cuyo número en este momento 
no recuerdo con exactitud- se pretende que la AFAP tenga un ámbito de realización de inversiones con 
esos recursos -que son más restringidos que los que se tienen normalmente- de modo de darle al 


trabajador, en el último tramo de su vida laboral, más seguridad respecto al fondo generado y a su 
rentabilidad. 


Por último, estamos introduciendo una modificación que, según creemos, constituye un 
beneficio muy importante para el usuario. En la actualidad, cuando una persona desea cambiarse de 
AFAP -porque entiende, por ejemplo, que una cobra menor comisión que otra- tiene que dirigirse a la 
aseguradora a la que está afiliado y luego realizar el trámite de inscripción correspondiente en la AFAP 
a la que quiere pertenecer; en muchos casos esto implica que la gente deba trasladarse a la capital, 
porque no todas las aseguradoras están presentes en todo el territorio nacional. Entonces, aquí se 
propone un mecanismo prácticamente idéntico al que opera en el Sistema Nacional Integrado de Salud 
cuando se abre el período en el que se habilita la posibilidad de cambiar de mutualista, de modo tal 
que la persona simplemente iría a la AFAP a la que quiere afiliarse y luego el trámite se desarrollaría a 
nivel interno, entre aseguradoras. Esto beneficia, fundamentalmente, a quienes viven en el interior del 
país, ya que 


-reitero- en muchos departamentos las entidades aseguradoras de fondos previsionales no están 
presentes o no tienen sucursales. Por eso entendemos que este mecanismo beneficia, en forma 
sustancial, al usuario. 


Diría que estos son los aspectos más importantes del proyecto de ley que, imagino, 
ameritará preguntas de parte de los señores Senadores. En lo personal, he pretendido hacer una 
introducción a los contenidos principales y, desde ya, estoy a las órdenes para ir respondiendo a las 
interrogantes o dudas que puedan existir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se abre la instancia de preguntas de parte de los señores Senadores, así 
como también de los señores Representantes que en esta oportunidad también nos acompañan. 


SEÑOR PASQUET.- Ante todo, tal como lo hizo el señor Presidente, doy la bienvenida al titular de la 
Cartera de Trabajo y Seguridad Social y a su equipo. 


Me gustaría saber qué impacto estima el señor Ministro que tendrá esto sobre el sistema. 
Dicho de otro modo, ¿cuántas personas cree que se desafiliarán y en qué medida esas desafiliaciones 
-estimadas- pueden afectar de una manera u otra -según las previsiones que se hagan- el 
funcionamiento general del sistema? 


SEÑOR MINISTRO.- En principio, lo único que podemos utilizar como referencia son los dos períodos 
anteriores en los que se habilitó este mecanismo, y las desafiliaciones fueron relativamente pocas, por 
decirlo de algún modo. Entendemos que fueron períodos muy breves y, en realidad, es poca la 
información que se derivó de ellos. 


En la actualidad los afiliados son, aproximadamente, 1:169.000. Hablando en términos 
potenciales, un 92% de ellos estaría en condiciones de desafiliarse. Ahora bien, nuestra percepción es 
que el número va a ser notoriamente inferior, en buena medida porque hay colectivos con ingresos 


importantes a los que, obviamente, les sirve mantenerse dentro del sistema, pero también porque las 
experiencias anteriores muestran que aun los afiliados que no realizan aportes no han adoptado la 
posición de irse. De cualquier manera, lo que podamos decir con respecto a esto es simplemente 
intuitivo. Hablamos en base a lo que hemos percibido y lo que se puede evaluar. Para que se tenga 
una idea, por ejemplo, en el período anterior en que se habilitó esta posibilidad, se desafiliaron 3.000 
personas. 


De todas maneras, es importante saber que buena parte de este 92% habilitado, no es 
aportante de las AFAP; están afiliados pero no aportan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A efectos de aclarar alguna duda, me gustaría saber si estamos hablando de 
aquellos afiliados al Banco de Previsión Social que no quedaban obligatoriamente comprendidos y, sin 
embargo, hicieron la opción correspondiente y tienen entre cuarenta y cincuenta años. Estoy haciendo 
este razonamiento para saber a qué población comprendería. 


SEÑOR MINISTRO.- Son potenciales afiliados cuando se encuentran entre los cuarenta y cincuenta 
años. 


SEÑORA PANDINI.- Al manejar estas cifras estamos viendo cuántas personas, en algún momento de 
su vida, optaron por mantenerse registradas en una AFAP y ahorrando en ella. Esto es independiente 
de los ingresos que la persona pueda tener y es lo que permite el artículo 8*. 


Todas estas personas, independientemente de su edad y de sus ingresos, potencialmente 
pueden presentarse ante el Banco de Previsión Social a solicitar asesoramiento. ¿Cuándo podrán 
hacerlo? Cuando tengan entre cuarenta y cincuenta años de edad. Dentro de ese rango hay, 
aproximadamente, 400.000 personas, de las cuales muchísimas no se van a interesar, ya sea porque 
hicieron la opción por tener salarios altos y no estaban obligados o porque, aunque no tengan salarios 
altos, han mantenido una historia de aportación que los lleve a quedarse ahorrando en una AFAP. 


Como se dijo, esto es bastante intuitivo porque quienes pueden presentarse a solicitar 
asesoramiento son muchísimas personas; luego se verá quiénes realmente toman la decisión de 
desafiliarse. 


SEÑOR MASOLLER.- Buenas tardes. Es un gusto participar de la reunión de la Comisión. 


Complementando la información que acaban de presentar las autoridades del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social quiero decir que, desde el punto de vista del Ministerio de Economía y 
Finanzas, este es un aspecto muy importante porque implica potenciales flujos económicos de 
significación. Este tema será monitoreado por parte del Ministerio una vez que la ley esté vigente, a los 
efectos de cuantificar cuáles son los ingresos que, de alguna manera, se derivarían de la opción que 
harán los trabajadores por reintegrarse al sistema del Banco de Previsión Social en su totalidad. En 
ese sentido y de acuerdo con los números que manejamos, hay alrededor de 260.000 trabajadores - 
esta cifra es un poco menor a la manejada por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social- que al día 
de hoy tienen más de cuarenta años y se ubican en el pilar 1, es decir, que estarían en condiciones de 
ejercer la opción por deshacer el artículo 8. Ese número -reitero- de 260.000 trabajadores, 
representaría un monto de fondos acumulados en las AFAP de aproximadamente US$ 1.000:000.000. 
Este sería el escenario de máxima, es decir, el caso de que todos los trabajadores optaran por retornar 
al sistema del Banco de Previsión Social. Obviamente que nadie entiende que este sea el escenario 
real porque, como bien planteó el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, seguramente un 
porcentaje muy reducido de trabajadores -me animaría a decir menos del 10%- sea el que haga uso de 
esta opción. Esa podría ser una proyección razonable o realista sobre el impacto que esto tendría 
sobre las cuentas públicas. Es decir, que se podría manejar como un escenario base de proyección, a 
los efectos de la programación fiscal, a unos 30.000 trabajadores y US$ 1.000:000.000 de potenciales 
recursos que retornarían al Banco de Previsión Social. Repito, esta estimación fue realizada a través 
de los anteriores decretos y creemos que es un número razonable de estimar. 


SEÑOR BAZ.- Quisiera hacer una muy breve aclaración porque en función de las preguntas del señor 
Senador Pasquet y de las respuestas que dimos, alguien podría decir que si esta iniciativa va a ser tan 
insignificante, para qué estamos promoviéndola con tanta celeridad. 


Me parece que es muy importante establecer un elemento nacido en el diálogo de la 
seguridad social, y es que todos los integrantes -el señor Ministro ya señaló que todos los partidos 
políticos y los sectores sociales integraban la mesa ejecutiva- estuvimos de acuerdo con que la ley 
tenía algunos problemas de diseño que generaban injusticias e inequidades. Concretamente, 
establecía -en realidad fue un decreto interpretativo, pero no queremos entrar en esa discusión- varias 
formas de ingreso a las AFAP; sin embargo, nada decía de la forma de salir; tenía una puerta de 
entrada, pero no tenía una puerta de salida. Entonces, todos los que llevamos a cabo este diálogo 
estuvimos de acuerdo, como primera premisa, de establecer un rediseño en este aspecto de la ley que 
nos permita un ida y vuelta, al menos por única vez, a los efectos de que la libertad del trabajador fuera 
efectiva. 


Más allá de cuántos sean los trabajadores que potencialmente tengan el derecho de hacer 
uso de esto y de la percepción de cuántos sean los que efectivamente lo ejerzan, este proyecto de ley 
pretende reflejar -acá hablo en nombre de todo el diálogo social, porque en esto todos estuvimos de 
acuerdo- lo que representa la libertad del trabajador, el rediseño de la ley y una adecuación necesaria 
para que quienes se puedan jubilar de octubre hacia adelante, el año próximo o hasta que se codifique 
la ley se puedan ver perjudicados. Todos sabemos que más allá de la casuística que es casi 
interminable sobre si sirve o no estar afiliado a una AFAP, hay casos muy blancos y casos muy negros. 
Reitero: la quintaesencia del proyecto de ley es la libertad del trabajador de deshacer una opción que 
en su momento hizo y para la cual no tenía chance. 


SEÑOR PASQUET.- Quiero hacer una pregunta que va en la misma línea de la que ya fue formulada. 


Si quien optara por desafiliarse fuera un trabajador, eso sería irrelevante a los efectos del 
sistema. Si optaran por desafiliarse todos los trabajadores que están en condiciones de hacerlo, eso 
significaría un impacto mayor estimado en US$ 1.000:000.000. ¿Cuántas desafiliaciones tendrían que 
producirse para que el impacto fuera significativo para el sistema de las AFAP? 


SEÑOR MASOLLER.- No sería un problema para las AFAP porque, de hecho, el volumen de fondos 
que manejan es muy superior a eso, ya que estamos hablando de casi un 20% del PBI, es decir, 
alrededor de US$ 10.000:000.000. El problema más complicado para las AFAP sería deshacer esos 
portafolios en caso de que hubiera un volumen muy importante de trabajadores que en un momento 
determinado decidieran pasarse al BPS. Tal como está planteado el proyecto de ley, eso sería un 
proceso gradual dado que se requiere asesoramiento del BPS, se otorga un año de plazo y se 
establece una ventana que está entre los 40 y 50 años. Entonces, no todos los trabajadores van a salir 
corriendo a desafiliarse, sino que va a ser algo gradual en el tiempo. Además, las propias AFAP tienen 
suficientes fondos líquidos como para no tener que vender títulos públicos y provocar un desastre en 
el mercado de capitales. Ese sería un escenario muy irreal, muy lejano, en la medida en que el número 
de trabajadores que posiblemente pueda optar es muy acotado. Además, hay que tomar en cuenta 
que las AFAP mensualmente reciben fondos del BPS por las transferencias que mes a mes este le 
realiza. Por lo tanto, podrían usar esos recursos y retornarlos al BPS por los trabajadores que hicieran 
uso del derecho que otorga esta ley. 


Entonces, desde el punto de vista macroeconómico no vemos ningún problema porque el 
fondo previsional es suficientemente grande y robusto como para poder manejar este tipo de traslados. 


SEÑOR MINISTRO.- Las AFAP participaron de este diálogo y compartieron esta primera afirmación 
que mencionaba el señor Director respecto de la libertad de los ciudadanos de deshacer la opción 
escogida en su momento. Me parece que esto también tiene que ver -en este caso, me permito opinar 
por las AFAP- con la imagen de las AFAP. En realidad, los trabajadores que han estado afiliados 
durante largo tiempo sin aportar no son un buen ejemplo para las propias AFAP, a los efectos de 
mostrar la eficiencia o calidad de su gestión. De acuerdo con lo que se ha debatido, parto de la base de 
que las AFAP no tienen interés en contar con afiliados que, por el volumen de sus aportes, no llegan al 


mínimo y por lo tanto, no se van a jubilar nunca. En algún momento, esto termina siendo un 
contrasentido desde el punto de vista del interés empresarial. 


SEÑOR LACALLE POU.- Agradezco a la Comisión la posibilidad de hacer uso de la palabra. 


Quiero hacer dos precisiones previas. En primer lugar, quiero mencionar un aspecto 
constitucional. Me he asesorado y le voy a dar más tiempo, señor Ministro, para la aprobación de este 
proyecto de ley. El artículo 229 de la Constitución de la República es muy claro y este proyecto de ley 
no estaría comprendido dentro de lo que allí se establece. El artículo 229 dice: “El Poder Legislativo, 
las Juntas Departamentales, los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados no podrán aprobar 
presupuestos, crear cargos, determinar aumentos de sueldos y pasividades, ni aprobar aumentos en 
las Partidas de Jornales y Contrataciones, en los doce meses anteriores a la fecha de las elecciones 
ordinarias, con excepción de las asignaciones a que se refieren los artículos 117, 154 y 295.” Por lo 
tanto, la situación que se plantea en esta iniciativa no estaría comprendida. Es más; el artículo 86 de la 
Constitución claramente distingue entre el establecimiento o modificación de causales, el 
establecimiento o modificación de cómputos o beneficios jubilatorios y creación o aumento de retiros. 
Insisto en que si se tratara de la misma cuestión, entonces, en la Constitución se hubiera utilizado el 
mismo término. Sugiero -amparado en la Constitución- que este tema -que es bastante delicado- 
sea analizado y estudiado en el tiempo que sea necesario. 


El segundo tema hace a la información con respecto al diálogo. En realidad, la última reunión 
formal de discusión fue en diciembre de 2012 en la Comisión, donde se manifestaron cuatro cosas. 


En primer lugar, que no se iba a tomar decisión definitiva sobre el tema. En segundo término, 
que se iba a seguir conversando en el marco de esa misma Comisión. En tercer lugar, que el Consejo 
de Ministros había solicitado más información sobre el tema porque existían diferencias. Y, por último, 
en nombre del Poder Ejecutivo, se solicitó postergar las reuniones hasta que el Consejo de Ministros 
tomara una decisión. La reunión siguiente fue en junio de 2013, pero el proyecto de ley cayó, no se 
siguió discutiendo. Esto demuestra que el consenso en el diálogo es un poco traído de los pelos o, por 
lo menos, me parece que esa afirmación carece de sustento, porque nuestros delegados no tuvieron 
posición ni posibilidades de discutir este texto legal, pues cayó con la presentación del anteproyecto 
sobre desafiliación. Eso no fue lo acordado en la última reunión de diciembre de 2012. 


Con respecto al ámbito de aplicación, quiero decir que los números que nosotros manejamos 
dan mucho más que 250.000 ciudadanos: son 800.000 ciudadanos los que optaron por el artículo 8 y 
que están por debajo de determinado ingreso salarial. 


(Intervención del señor Masoller que no se escucha.) 


-El proyecto de ley no establece que ahora se deba tener 40 o 50 años, sino que a esa edad 
se pueda tomar la decisión. Quiere decir que no lo tenemos por qué cortar hoy 10 de octubre de 2013, 
sino que estamos hablando que los que sucesivamente vayan cumpliendo esas edades pueden tomar 
esa opción. Hoy en nuestro país, según la información que tenemos, son 800.000 ciudadanos -y no 
250.000- los que pueden tomar esa opción. De todos modos, si fuera uno -tal como señaló el señor 
Senador Pasquet- el tema no es solo asegurar el sistema, sino asegurar la jubilación. En este sentido, 
yo estribo en lo que dijo el señor Ministro en cuanto al asesoramiento de calidad. Todos los informes 
nos dicen que aunque sea de carácter obligatorio, no es probable que se le pueda asesorar sobre cuál 
puede ser su mejor jubilación. Es más; si queremos hacer estimaciones -desde el punto de vista 
numérico, no personal- y asesorar a quienes se van a jubilar, concluiríamos en que la gran mayoría lo 
haría con jubilaciones mayores que con el sistema mixto. Me refiero a si sigue perteneciendo al que 
había optado voluntariamente por el artículo 8%. Para nosotros lo más importante de este tema es que a 
esa persona que va a optar se le pueda asegurar a cabalidad que, en el fondo, no está timbeando. 
Además, que se le puede dar asesoramiento formal en Paso de los Toros o en Montevideo sobre cuál 
va a ser su jubilación y qué le conviene. Me alegro de que se hable de libertad, pero acá lo que hay 
que asegurar a la persona es que se va a jubilar con la mayor cantidad de dinero posible. No se puede 
decir que esa persona no cuenta con elementos para manejar esa situación que se le habilita -ningún 
ciudadano tiene por qué saber sobre fórmulas matemáticas- porque no lo puede hacer el Banco de 
Previsión Social; no se puede hacer la proyección porque hay tantas variables que es imposible 


hacerlo. Dicho sea de paso, no solo esa persona se puede jubilar con menos dinero, sino que el 
Estado puede pagar más, un 33%, si la jubila por el sistema mixto. Por un lado, el individuo se jubila 
con menos y, por otro, el Estado, o sea, Juan Pueblo, termina aportando más por la misma jubilación. 
Si esa persona tiene la suerte de llegar a un determinado rango salarial y pasa al otro sistema, puede 
llegar a darse la situación de que tenga muy pocos años de capitalización, y en ese caso sí tendrá una 
jubilación menor. 


También puede darse la situación de que una persona pase al Banco de Previsión Social y 
que no llegue a completar los catorce años de trabajo. Me podrán decir que es casuística, y quizás lo 
sea, pero todos vamos a tener que dar la cara ante ese jubilado, que no va a tener jubilación porque el 
dinero de la AFAP ya no es de él; no lo tocó y se le fue entre las manos. Si es del Banco de Previsión 
Social, no tiene ahorro personal, y si trabaja menos de catorce años, no puede jubilarse. 


Otra situación es la sucesoria. Cuando muere una persona que tiene ahorros en la AFAP, sus 
causahabientes van a poder recibirlos porque van a formar parte de su herencia, pero si pasó para el 
Banco de Previsión Social, esos ahorros no van a estar disponibles. O sea que también se genera un 
problema de índole hereditaria. 


¿Todo esto lo vamos a decidir a la carrera y son los elementos de juicio suficientes? Nuestros 
asesores nos sugieren dar la posibilidad a las personas de que elijan al jubilarse; es decir, en ese 
momento le dicen: “Por el sistema mixto le corresponde esta jubilación y por el Banco de Previsión 
Social esta otra. ¿Cuál va a elegir?” 


Señor Presidente: sugeriría al Poder Ejecutivo que nos tomemos este asunto con tranquilidad, 
entre otras cosas porque puede caberle responsabilidad al Estado por mal asesoramiento, por haber 
generado un perjuicio económico como consecuencia de haber asesorado mal a la persona que se 
jubila. Este tema es muy delicado; por lo tanto, lo primero que hay que considerar es que -tal como 
señalé al señor Ministro- no hay un límite fijado constitucionalmente y, por ende -reitero- podemos 
tomarnos las cosas con más tranquilidad. En segundo término, deberíamos dejar bien claras las 
situaciones, si es que se puede ser preciso, porque nuestros asesores nos dicen que esto no se puede 
asegurar. Si se tratara de porcentajes, de probabilidades o de algún parámetro estadístico o 
matemático, la mayoría de la gente se jubilaría con un monto mayor mediante el régimen mixto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar que hemos trasmitido a la oficina de Estudios Legislativos -que 
se está ocupando del tema- la duda que surgió con respecto al tema constitucional, de modo que en 
breve tendremos la respuesta. 


SEÑOR DA ROSA.- Ante todo, quiero decir que comparto la interpretación constitucional que ha hecho 
el señor Diputado Lacalle Pou. Creo que lo que procura la norma constitucional es evitar que en el año 
electoral se produzcan determinados beneficios excepcionales, como designación de funcionarios, 
aumento de salarios o de pasividades, que puedan incidir en forma injusta en el resultado electoral. 
Ahora bien, en este caso no advertimos que haya algún incremento o cambio en lo que tiene que ver 
con la remuneración concreta. En el mejor de los casos, hay un plazo de dos años para poder 
asesorarse y tomar la mejor opción, y luego hay otro plazo equis para que se materialice el traspaso. 
Entonces, teniendo en cuenta el tiempo que queda de aquí a las próximas elecciones -que es un año- 
no advierto que esto pueda, de alguna manera, afectar en algo o colidir con la disposición 
constitucional. En ese aspecto, entonces, coincido con el señor Diputado Lacalle Pou en cuanto a que 
no veo que necesariamente tengamos que pronunciarnos antes del año de la celebración de las 
elecciones para evitar incurrir en alguna inconstitucionalidad. 


En segundo término, hay dos pilares que me parecen fundamentales a la hora de examinar 
este tema. Por un lado, está el interés principal que es el individuo, que al final de su vida va a 
acogerse al beneficio de la pasividad y, por otro, el régimen general. Es verdad que si el régimen 
general no es solvente el derecho del individuo queda consagrado en el papel, pero en los hechos 
termina en una frustración. 


Entonces, en primer lugar, desde el punto de vista del individuo -he leído algún material y me 
he asesorado con algunos especialistas en el tema- hubo consenso en el diálogo en cuanto a buscar, 
promover o facilitar la mayor libertad posible para que el trabajador pueda decidir a qué régimen de la 
seguridad social quiere acogerse. Ahora, lo que no se estableció en ese diálogo fue concretamente los 
márgenes de edad. Hay especialistas en el tema que dicen que esto, necesariamente, tendría que 
darse en el momento que se configura la causal jubilatoria, porque es cuando la persona tiene la mayor 
cantidad de elementos de juicio como para tomar una determinación y resolver qué le conviene más. El 
hecho de aceptar que el momento para hacer la opción es cuando se configura la causal jubilatoria 
puede dar lugar a algún tipo de especulación o algo por el estilo, como se menciona en los 
fundamentos del proyecto. Es decir que de entender que se daría una situación en el momento en que 
se configura la causal jubilatoria -por lo menos a los 60 años- nos vamos a otra opción que se 
consagra a partir de los 40 años. Hay veinte años de diferencia entre un mínimo -el piso- a partir del 
cual puede ejercer la opción o recabar la información para ejercerla y el momento en que se va a 
jubilar. En veinte años pueden pasar muchas cosas: crisis económica, períodos de bonanza y boom de 
la economía. En fin, pueden pasar muchísimas cosas, lo que lleva a que algún especialista, 
concretamente el doctor Saldain, haya escrito que con una diferencia de tantos años, se somete al 
trabajador a una especie de tómbola, de suerte o maldición porque no sabe qué le puede pasar en ese 
tiempo. Entiendo que el propósito es avanzar y favorecer la libertad del individuo para que elija 
parecería, pero creo que el proceso tendría que ser más gradual. Me parece que no debe establecerse 
drásticamente un piso de cuarenta años cuando quedan veinte años para que la persona transcurra en 
su vida activa hasta que llegue el momento de configurarse la causal jubilatoria. 


Por otro lado, el asesoramiento que va a ser brindado por el Estado puede determinar que 
esa persona tome una opción que después le resulte inconveniente. Puede suceder que al momento 
de configurar la causal jubilatoria diga: “Fui mal asesorado por eso tomé esta decisión”. Situación que 
no tiene por qué depender del mal asesoramiento, sino por la evolución y los cambios naturales de la 
sociedad, la economía y la vida del país. Mañana esa persona puede aducir que fue mal asesorada por 
el Estado, y por eso inició un juicio por responsabilidad al Estado. Es un elemento que me parece que 
hay que evaluar. Esto lo digo pensando en el individuo. 


Por otro lado, como ya dije, está el interés general del sistema y, como todos sabemos, la 
reforma del año 96 respondió a una serie de factores. Hoy, algunos de ellos son planteados con mucha 
crudeza en algunos países de Europa, porque a raíz de la crisis económica se están determinando 
incrementos en la edad de retiro ya que, como todos sabemos la ciencia y la tecnología permiten que 
la vida dure más y, por lo tanto, es mayor el tiempo en que los sistemas de seguridad social deben 
mantener a las personas que se acogen al beneficio. 


Entonces, no sé si la escasa relación activo-pasivo -que es un problema estructural de 
muchas décadas en la vida del país- y el bajo crecimiento demográfico son elementos que han sido 
ponderados lo suficiente como para que tomemos una decisión rápida en este momento sobre este 
tema. En el mejor de los casos, si los que toman la opción son pocos, no habrá mayor repercusión, 
pero si son muchos los que hacen la opción, pueden generar complejidades y problemas serios a las 
finanzas de un Banco de Previsión Social que, ya sabemos, recibe como transferencia siete puntos del 
IVA para poder mantener su solvencia. Y ha habido épocas en que la transferencia ha tenido que ser 
mayor todavía. Por lo tanto, uno se pregunta si esto ha sido debidamente evaluado en cuanto al 
impacto que puede tener sobre la economía global y el financiamiento del sistema de la seguridad 
social, sobre todo -repito- previendo la peor de las hipótesis. Estoy hablando desde el punto de vista 
del sistema en general. Si los que se cambian son pocos, naturalmente el problema no pasará a 
mayores, pero si hay un traslado masivo importante, eso va a tener una repercusión en un escenario 
nacional e internacional donde las tendencias, en general, apuntan a un sistema más costoso en 
materia de seguridad social. 


Me parece que son temas que nos deben preocupar, mirado desde los dos ángulos: desde el 
individuo o beneficiario en particular, y también desde el funcionamiento del sistema, porque si no hay 
sistema, no tenemos ejercicio del derecho individual. 


Son aspectos que quería dejar planteados, porque creo que nos invitan a una reflexión 
importante sobre un tema que debe quedar bastante clarificado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si están de acuerdo, con la intervención del señor Diputado Posada 
terminaríamos una primera ronda de preguntas. 


SEÑOR POSADA.- En primer lugar hago acuerdo con el relato que hacía el señor Diputado Lacalle en 
cuanto a los alcances del diálogo social y a los compromisos que se habían asumido por parte de los 
distintos partidos políticos y otras organizaciones en esa instancia. Creo que hay algo en lo que todos 
estábamos de acuerdo y que nosotros seguimos suscribiendo plenamente. Me refiero a lo que está 
planteado en el artículo 1%, que claramente obedece a una realidad. Recordemos cómo comenzó el 
sistema de afiliaciones: hubo promociones, un mal asesoramiento, y mucha gente a la que no le 
correspondía ingresar al sistema lo hizo, aunque no le iba a convenir, porque los años que tenía por 
delante no le iban a alcanzar para generar un ahorro en el sistema de capitalización. En definitiva esas 
personas terminaron ingresando a las AFAP, claramente como producto de un mal asesoramiento, 
cuando no tenían ninguna posibilidad. Ello hizo que se generara una situación que debe contemplarse; 
creo que el artículo 1% del proyecto lo hace expresamente. Hay gente que no debió optar y, sin 
embargo, por el ejercicio de la propia venta del producto, optó en forma absolutamente inconveniente. 
Otros -no solo los que optaron mal asesorados- en función de privilegiar el consumo presente, como 
tenían un ingreso salarial que suponía un aporte hasta un determinado tope, en ese momento podía 
resultarles conveniente. Pero luego, si no mantuvieron ese nivel de ingresos, al cambiar la situación, se 
les presentó una realidad que también quedaría contemplada por el artículo 1%. Repito que, de acuerdo 
con lo que hemos conversado con nuestro representante, el arquitecto Canel, siempre hubo pleno 
acuerdo sobre el artículo 1? por parte de todos los partidos políticos. 


Repito que sobre el artículo 1%, en virtud de lo que hemos hablado con nuestro 
representante, el arquitecto Canel, siempre hubo pleno acuerdo de todos los partidos políticos. 


Sobre el artículo 2* y siguientes debo decir que hubo intercambios, pero en lo que respecta a 
nuestra opinión siempre hemos planteado -y lo ha hecho nuestro representante en ese ámbito- que el 
tema del artículo 8% -los otros optantes que están contemplados- fue establecido como una forma de 
redistribución. En realidad, con el citado artículo 8% se busca que aquellos que no iban a tener 
oportunidad de ingresar al sistema, por la mitad de los aportes correspondientes a sus ingresos 
pudieran iniciar una cuenta de capital. 


No tengo ninguna duda -creo que se pueden hacer los cálculos desde el punto de vista del 
largo plazo- de que esa situación es de beneficio para el trabajador. Los que están en esas condiciones 
son beneficiados porque, por un lado, se mantienen en el sistema de solidaridad intergeneracional y, 
por otro, tienen la posibilidad de generar un ahorro a través del sistema de capitalización. 


Entonces, lo que se contempla a partir del artículo 22 me parece una opción que, en todo 
caso, si hay un optante del artículo 8 que quiere revisar su situación es porque no entendió el sistema. 
En realidad, el artículo 8% beneficia a los trabajadores de menores recursos pues tiene un impacto 
redistributivo en el sistema, van a percibir una mejor jubilación que les correspondería si sus aportes 
solo hubieran sido volcados al régimen de solidaridad, es decir, al Banco de Previsión Social. De 
alguna manera es un estímulo que se plantea en el proyecto de ley con ese objetivo: que la sociedad 
en su conjunto beneficie a esos trabajadores que tienen un menor nivel salarial, pero que con esta 
fórmula terminan teniendo una mejor jubilación entre lo que perciben del régimen solidario y de la 
capitalización de sus aportes volcados al régimen de AFAP. 


Por supuesto que este tema debe generar una discusión y me preocupan algunas ventanas 
que se abren, particularmente la del artículo 7”. A pesar de que estoy convencido de que no habría un 
beneficio para esos trabajadores, se abre una ventana que genera una gran incertidumbre en el 
sistema. De hecho, creo que todos los partidos políticos representados en el Poder Legislativo han sido 
contestes en la aprobación de la ley -que consideramos un instrumento de fundamental importancia 
para el desarrollo del país- para la estructuración de proyectos de Participación Público-Privada. El 
objetivo era, entre otras cosas, que por ese instrumento pudiera canalizarse parte del ahorro de los 
trabajadores uruguayos, a través del sistema de las AFAP, a impulsar proyectos de esa naturaleza. 


Ahora bien, si se incorpora una ventana de esta naturaleza, con toda la incertidumbre que 
esto genera para los trabajadores de entre 40 y 50 años, creo que allí estaremos generando una 


dificultad de certeza respecto al desarrollo del sistema pues se abre una posibilidad de riesgo que, en 
todo caso, las AFAP deben tomar en cuenta a la hora de hacer sus propios cálculos. ¿Cómo pueden 
desarrollar una inversión si pende sobre ellas la eventualidad, durante diez años, de una decisión que 
eventualmente cambie los ingresos de las propias AFAP y tengan que devolver los aportes? 
Sinceramente, creo que allí hay un elemento que, en todo caso, merece y debe ser particularmente 
estudiado. 


El proyecto de ley trae otra situación -me parece que es un tema del que hemos hablado; 
diría que alguna preocupación tenemos todos los partidos políticos- y es la que se plantea con los 
artículos que proponen la solución de un Subfondo de Retiro. Es un tema que merece ser analizado. 
No sé si esta es la mejor solución pero, en todo caso, advierto que es una clara intención de dar 
solución a un problema que está presente y que, en función de la forma en que se evalúa el portafolio 
de las AFAP, genera una suerte de incertidumbre a futuro para el trabajador, si su jubilación cae en un 
momento de baja del ciclo económico, particularmente si hay una afectación en los valores de los 
activos que integran el portafolio de las AFAP. 


Creo que puede haber otras soluciones. Una de ellas, de alguna manera, es utilizada y 
arbitrada para las propias compañías de seguros, que es la posibilidad de evaluación a fondeo pero, en 
todo caso, me parece que es un tema que debe ser analizado y comparado en detalle. 


Reitero que el orden de nuestras preocupaciones está, fundamentalmente, en lo que plantea 
el artículo 2% y siguientes, respecto a la ventana que se abre con relación al tema de aquellos que 
optaron por el artículo 8*. 


SEÑOR MINISTRO.- Con respecto a los tiempos de aprobación del proyecto de ley, es decisión de los 
señores Senadores evaluar desde el punto de vista constitucional, si efectivamente la interpretación del 
señor Diputado Lacalle Pou es correcta. Nuestros asesores jurídicos opinan conveniente que, ante la 
duda o ante esta posible interpretación, se opte por el camino de la certeza. Nos han solicitado los 
informes correspondientes y, por consiguiente, será el Poder Legislativo quien decidirá cuáles son los 
tiempos. 


Por otra parte, haré algunas consideraciones, dado que no se han formulado preguntas, sino 
que se han expresado opiniones. Respecto a los niveles de acuerdo, nuestra reflexión fue de tipo 
general. Sabemos que este tema es muy complejo y que, efectivamente, si nos ponemos a debatir 
entre todos, seguramente no logremos ponernos de acuerdo en absolutamente todos los temas que 
incluye el proyecto de ley. 


Lo que sí me parece importante destacar -y en este punto comparto totalmente la 
interpretación que hacía el señor Diputado Posada- es cómo ingresaron muchos colectivos de 
trabajadores a las AFAP. Me refiero a esto porque, actualmente, tenemos la contracara y la necesidad 
de responder a ciertas dudas que tienen los trabajadores con un asesoramiento adecuado, profesional 
y partiendo de la base de que estamos estableciendo una etapa de la vida del trabajador desde los 40 
a los 50 años, es decir que puede presentarse a los 48 años. 


Hoy en día estamos brindando un asesoramiento que no se dio en oportunidad de la 
aprobación de la ley de creación de las AFAP, donde sucedió lo que el señor Diputado Posada 
planteaba con relación a que la gente se afiliaba porque, por ejemplo, le regalaban algo. Creo 
francamente que mucha gente se afilió a las AFAP por el mismo motivo que en su momento llevó a que 
se afillaran al sistema mutual: por una política de captación. Evidentemente estos 800.000 
trabajadores afiliados voluntariamente -que en ese momento rondaban los 20 años- no razonaron su 
decisión respecto a su futuro. Obviamente no lo hicieron. De ahí nace el acuerdo base, que es 
otorgarles, ahora, a estas personas la posibilidad de un asesoramiento adecuado que, obviamente, 
incluye una parte que es simulación. El tramo final de la vida laboral del trabajador implica simularlo, no 
hay otra manera de hacerlo porque la otra posibilidad es que cuando el trabajador llegue al fin de su 
vida laboral, elija cuál es el sistema -que tiene otro componente de impacto macroeconómico sobre el 
que el economista Masoller ampliará en instantes- que le resulta más útil o del cual sale más 
beneficiado. Esto obviamente tiene otros elementos negativos desde el punto de vista del sistema, 
porque si se hace una opción para entrar y se hace una apuesta en el sentido de que por ese camino 


se va a obtener un resultado mejor, no parece justo, en términos del interés general, que la persona 
pueda elegir al final de su vida laboral dónde le va a ir mejor. 


Ahora bien, me parece que tenemos un primer acuerdo en cuanto a la necesidad de otorgar 
libertad a los ciudadanos que ingresaron de esta manera, pero luego, a la hora de establecer cuáles 
serían los colectivos, creo no equivocarme si digo que nos quedamos sin ninguno, porque por un 
camino o por otro -ya sea por la edad; por la vía de los que hicieron la opción, que es la interpretación 
que hacía el señor Diputado Posada; etcétera- se han ido excluyendo todos. Entonces, esto es algo 
que tenemos que compatibilizar. A su vez, les estamos dando libertad a los ciudadanos que hicieron la 
opción e ingresaron en su momento, pero a quienes ingresaron obligatoriamente al sistema no les 
estamos otorgando esa posibilidad. También podríamos optar por darles libertad a ellos, llegado el 
caso. De manera que es muy grande la casuística, y mucho más si incluimos los elementos 
internacionales y los posibles impactos. 


Creo que efectivamente en los próximos años el Uruguay va a tener que dar una discusión de 
fondo sobre el tema. Además, detrás de esto hay una sola aseguradora, el Banco de Seguros del 
Estado, que es el que va a pagar las jubilaciones. Ese es uno de los problemas más serios que 
tenemos. El sistema es mixto durante el proceso de acumulación, pero luego, a la hora de pagar la 
renta, vuelve a ser público, porque en realidad en el mercado queda solo una aseguradora, el Banco 
de Seguros del Estado. 


SEÑOR MASOLLER.- Hay otras pero no participan en ese mercado. 
SEÑOR MINISTRO..- Y mi impresión es que no intervienen porque no hay rentabilidad en esa área. 


SEÑOR POSADA.- El grave problema que tiene el sistema previsional a futuro, cuando llegue a su 
madurez, es que no hay una posibilidad de calzar las obligaciones. El Banco de Seguros está en una 
grave situación, porque no hay instrumentos que evolucionen por el Índice Medio de Salarios. Este es 
un tema que hemos conversado en varias oportunidades con el Director de Programación Económica 
en el ámbito de la Comisión de Hacienda. Todos somos conscientes de que existe esa dificultad y hay 
que tratar de instrumentar alguna salida. 


SEÑOR MASOLLER.- Ese es un tema que hemos identificado como crítico en el régimen mixto. Lo 
que hay que tener en cuenta es que no es un problema de muy corto plazo, porque se va a ir 
generando a medida que los trabajadores se vayan jubilando por el nuevo régimen. El número actual 
está entre 1.000 y 2.000, de manera que es realmente menor. Nosotros estamos estudiando el 
problema y hay varias alternativas. Una posibilidad concreta es emitir títulos o papeles públicos o 
incluso privados en unidades reajustables, de forma de permitir un calce en el Banco de Seguros del 
Estado o eventualmente en aseguradoras privadas. Pero repito: si bien es un tema importante para el 
régimen, no es urgente en este momento. 


SEÑOR BAZ.- Me gustaría hacer dos o tres reflexiones. Como dijimos anteriormente, e insisto en ese 
punto, este proyecto de ley que hoy presentamos responde en un 80% a los acuerdos logrados en el 
diálogo. Es cierto que luego el Poder Ejecutivo -y eso fue reiteradamente explicitado en el transcurso 
del diálogo- agregó aspectos en los que no se llegó a un acuerdo en el transcurso del diálogo. En este 
caso, lo único que hizo el Poder Ejecutivo fue hacer uso de su facultad y obligación de gobernar. 


Los acuerdos logrados pasaron inevitablemente por un proceso de negociación. El Diputado 
Lacalle Pou aludió a una serie de conceptos que fueron los que planteó el representante del Partido 
Nacional en el diálogo. En ese sentido, podríamos repetir uno por uno los planteos originales de cada 
uno de los sectores políticos y sociales que estuvieron presentes en el diálogo. Por tanto, me parece 
que es importante que los señores Legisladores comprendan cuál fue la quintaesencia del diálogo 
nacional de seguridad social. Fue un espacio de diálogo y de acuerdo en el cual inevitablemente todos 
los que participamos en él fuimos, con una carpetita, buscando conseguir un cien por ciento y, como en 
cualquier negociación, nos llevamos lo que pudimos. Lo que quedó estampado en los acuerdos no 
reflejaba exactamente lo que nosotros pensábamos. Este proyecto que hoy estamos considerando no 
es el que el Poder Ejecutivo hubiera presentado si lo hubiera elaborado en forma unilateral y un 


ejemplo de ello es el tema de la edad que planteó el señor Legislador Lacalle Pou. Lo que figura en 
esta iniciativa no es el planteo original del Poder Ejecutivo sino el resultado de las negociaciones que 
viabilizaron un acuerdo y permitieron realizar modificaciones que todos considerábamos 
imprescindibles a la Ley N* 16.713. Son absolutamente entendibles las observaciones que realizaron 
los Legisladores Lacalle Pou y Posada, pero insisto en que el Poder Ejecutivo y las demás 
colectividades tenían su punto de vista -que siguen manteniendo- y en aras de llegar a un acuerdo se 
bajaron de esa posición. 


El señor Legislador Lacalle Pou hizo referencia puntual a la responsabilidad que puede tener 
el Estado. Precisamente, esa fue una de las reivindicaciones principales del Partido Nacional en el 
diálogo y fue recogida en el artículo 11 del proyecto de ley que hace referencia al consentimiento 
informado. Si bien la redacción no es expresamente la planteada por el representante del Partido 
Nacional en el diálogo, el artículo termina diciendo “en los términos que establezca la Reglamentación”. 
Quiero aclarar que nosotros tenemos guardado el texto que el escribano García Zeballos planteó como 
alternativa, que nos parece absolutamente razonable, y lo vamos a estampar en la Reglamentación. 
Pero, como ustedes verán, el artículo ya refleja el espíritu, ya que atiende el alerta que se planteaba. 


Por último, en cuanto a los aspectos demográficos a los que se hacía referencia, quiero decir 
que no fueron discutidos en esta etapa del diálogo -sí lo fueron en la etapa anterior, en el 2007 y el 
2008- ni están reflejados en este proyecto porque, como ya fue dicho, esta norma pretendía corregir 
determinados elementos negativos en el diseño de la ley que eventualmente podrían perjudicar a corto 
plazo a los trabajadores. Obviamente, la consideración de los problemas demográficos que todos 
conocemos y que van a impactar muy fuertemente sobre la seguridad social, sin lugar a dudas, 
requieren de una discusión estructural. Por lo tanto, dadas las intenciones con las que todos los 
colectivos integrantes del diálogo partimos, nosotros entendimos que en esta etapa no correspondía 
discutir esos aspectos. 


SEÑOR MINISTRO.- Sumándome a lo planteado por Roberto Baz, quiero decir que el día de la 
presentación del anteproyecto en el Diálogo Nacional sobre Seguridad Social recogimos un planteo 
que hizo el contador Davrieux respecto a una solución que habíamos encontrado sobre la forma de 
computar los servicios bonificados. Él nos expresó claramente su desacuerdo y esto nos llevó a 
rediscutir este punto y darnos cuenta de que había una solución mejor que la que habíamos incluido 
originalmente en el artículo 15. Con esto no quiero decir que haya habido un acuerdo total, pero sí que 
hasta en la última instancia -en la que cerramos el diálogo- recogimos un planteo que hizo el contador 
Davrieux y, a partir de eso, encontramos una solución mejor. 


Compartiendo también la idea de que en esta instancia del diálogo no tuvimos la intención de 
realizar una discusión a fondo, creo que pueden marcarse algunos elementos positivos. En estos años 
hemos vivido un proceso de modificación positiva en la relación activo-pasivo producto de la reducción 
de la informalidad. Esta es una cuestión muy importante que me parece que hay que evaluar y que es 
producto de nuestros servicios inspectivos y de la bonanza económica. Además, algunos proyectos 
que están a consideración, como el que tiene que ver con la bancarización, seguramente harán una 
contribución muy importante. Obviamente, esto no modifica la situación demográfica del Uruguay pero, 
en la relación activo-pasivo, nos pone en una situación mejor a la que teníamos. Hoy tenemos casi 
600.000 afiliados más al Banco de Previsión Social que hace ocho o nueve años. 


SEÑOR MASOLLER.- Simplemente quiero decir que vamos a dejar a la Comisión unos pequeños 
ajustes de redacción que sugiere el Banco Central en cuanto a los dos subfondos que se crean en este 
proyecto de ley. No sé si el Banco Central va a estar invitado a participar de la Comisión pero, de todas 
formas, nosotros estamos evaluando los cambios que proponen. Se trata de cambios para perfeccionar 
el régimen de bifondos que se crea; son básicamente pequeñas modificaciones. Lo que sí resulta 
relevante es que ellos entienden que el plazo para implementar los dos fondos es demasiado breve. En 
el proyecto de ley original se establecía 90 días, pero ellos sugieren que sean 270, lo que nos parece 
razonable dado que hay que dar algunos pasos importantes para la implementación. También son 
ajustes menores -simplemente los voy a mencionar- la forma de cálculo de la rentabilidad de los 
fondos; cómo se calculan los 36 meses de rentabilidad que se divulgan al público -o sea, si son 
promedios simples o ponderados-; y cómo se calculan los primeros tres años, en caso de que el fondo 
que se cree en ese período no tenga tres años de vigencia, de funcionamiento, por lo cual no tiene 
sentido hablar de un promedio de tres años porque, directamente, en ese período se plantea un 


esquema diferente. También está la idea de crear dos fondos de fluctuaciones. Actualmente hay uno 
solo, dado que hay un único fondo de AFAP. En este caso se plantea la creación de dos fondos de 
fluctuaciones, cada uno de ellos con su correspondiente fondo de fluctuación. Finalmente, también se 
establece, en el literal H), una restricción adicional para el fondo de retiro, un plazo para el instrumento 
financiero correspondiente, que también es un detalle muy menor. Me pareció importante mencionarlo 
acá porque entendemos que estos aportes contribuyen a perfeccionar la ley en el capítulo de los 
bifondos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En alguna medida República AFAP se adelantó, porque nos envió una 
solicitud, y la vamos a recibir. República AFAP adelanta que uno de los temas que le preocupa son los 
plazos del bifondo. Así que ya podrá contar con ese tema. Sin duda, vamos a hacer un comparativo 
con la propuesta que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social está realizando. Lo vamos a distribuir 
entre los miembros de la Comisión. 


SEÑOR LACALLE POU.- Sé que estoy en una calidad un tanto extraña de oyente. 


Pero simplemente voy a preguntar dos o tres cosas. El señor Ministro dijo que no se le habían 
hecho preguntas, pero voy a realizar dos preguntas y una afirmación. 


Con relación a la afirmación, en realidad no hubo un acuerdo. Aquí no se refleja. Desde el 
momento en que se llegó a un anteproyecto, no se discutió y no se hicieron reuniones posteriores, por 
lo tanto, no hubo un acuerdo en esto. Entonces no se puede estar diciendo que el proyecto de ley que 
envía el Poder Ejecutivo es fruto de un acuerdo, porque no hubo una reunión posterior a la de julio del 
2013. 


Por otro lado, el economista Masoller hablaba de 250.000 ciudadanos, y nosotros tenemos la 
cifra de 800.000. Entonces, me gustaría que el Gobierno aclarara, ratificara o rectificara si la cifra es 
250.000 u 800.000. 


La otra pregunta es si puede generar certidumbre, o si se puede reducir al máximo la 
incertidumbre -o sea, que no se genere incertidumbre- en el momento en que una persona opte por 
desafiliarse del sistema mixto, o si a nosotros nos asiste la razón de que, en realidad, el fondo, es una 
timba. A eso hay que sumarle que la gran mayoría de la gente que optó por el artículo 8* tiene serias 
chances de obtener una jubilación más alta por el sistema mixto que por el otro. 


Además, me gustaría saber si los otros tres problemas que se habían planteado son 
probables o no con la sanción de este proyecto de ley: el tema de la herencia, el de la imposibilidad de 
jubilación y el de no haber ahorrado por haber pasado u obtenido un sueldo mayor a aproximadamente 
$ 31.000 al día de hoy. 


Esas son las preguntas que quería hacer, y me gustaría que los invitados las pudieran 
contestar. 


Gracias, señor Presidente. 
SEÑOR MASOLLER.- Es importante aclarar los números, ya que se trata de dos colectivos diferentes. 


Cuando hablamos de 250.000 trabajadores, nos referimos a aquellos que, al día de hoy, 
aprobada la ley, estarían en condiciones de ir al BPS y hacer ejercicio de la opción. Es cierto que hay 
700.000 cuyos niveles de ingresos laborales se encuentran comprendidos en el pilar 1, por lo que, 
potencialmente hablando, cuando lleguen a los 40 años van a poder ejercer esa opción. Ahora bien, 
ese rango de 250.000 trabajadores es el que va a estar permanentemente; hablamos de quienes 
eventualmente van a poder estar haciendo uso de la opción, a medida que pasan de los 40 a los 50 
años, porque después de los 50 ya dejan de tener ese derecho. Por lo tanto, anualmente esa 
“ventana” de entre 40 y 50 años, representa alrededor de 250.000 trabajadores. 


SEÑOR BAUMGARTNER.- Brevemente, con relación al tema de la incertidumbre quería señalar que 
el último inciso del artículo 4%, que refiere al consentimiento informado, alude a qué hace el Banco de 
Previsión Social con la información que le mandan las AFAP. En concreto, realiza un análisis de la 
trayectoria laboral del afiliado y una proyección estimativa de las eventuales prestaciones a que podría 
acceder según la decisión que adoptare. En realidad, ahí se ponen arriba de la mesa una serie de 
datos de los que se dispone en ese momento. No puedo decir si hay timba, o no, pero lo cierto es que 
en la medida en que implica un tramo de prestaciones no definidas, el sistema mixto, de por sí, supone 
un componente de incertidumbre. Estoy hablando de la existencia de un tramo de ahorro individual, 
con prestaciones no definidas -reitero- que van a depender de la acumulación que haga la persona a lo 
largo de su vida, así como también de su trayectoria laboral, del valor que tengan los papeles en que 
se va a invertir ese fondo, y de la tasa de interés que pague la aseguradora. Ya estamos inmersos en 
un sistema que introduce un componente de incertidumbre que, en el sistema de reparto de solidaridad 
intergeneracional -sin pretender entrar a valorarlo- no existía o, al menos, no de la manera en que lo 
introduce este tramo. 


Desde ese punto de vista, tratándose de los afiliados de entre 40 y 50 años, lo único que 
existe es la posibilidad de darles una estimación de las prestaciones a las que podrían acceder, 
manifestándoles todo esto al momento de hacerles refrendar el consentimiento informado. Se les 
deberá decir que lo que se hace es una proyección, del mismo modo que tampoco las AFAP podrían 
asegurarles qué es lo que les va a tocar en el día de mañana. 


En cuanto al tema de la herencia, vale señalar que una vez acumulado en la AFAP, el fondo 
se torna heredable en la medida en que ese afiliado fallezca y no haya beneficiarios de pensión. 
Obviamente, si alguien opta por volver al régimen de solidaridad intergeneracional y deshace el aporte 
que tenía en la AFAP, ya no va a tener en la aseguradora ese fondo heredable; esta es otra variable 
que también deberá ser comunicada. Si la persona permanece en la AFAP y no tiene pensionistas, va 
a poder generar -para el día de mañana- un haber heredable para sus herederos, pero si se sale de 
ese régimen, eso no va a ocurrir. Indudablemente esto también forma parte del contenido de la 
información que hay que dar al afiliado, a fin de que tome su decisión. 


SEÑOR LACALLE POU.- Faltaría responder a dos de las preguntas que formulé. 


Una de ellas era qué sucede si no se computa por más de 14 años; es decir, si la persona no 
trabajó el mínimo requerido, ¿se queda sin los fondos de AFAP, o sea, sin jubilación? 


Y la otra consulta se relacionaba con siguiente: si eventualmente esa persona supera el 
sueldo fijado -que hoy se ubica en el entorno de los $ 31.000- y de manera obligatoria pasa a estar 
comprendida en el sistema mixto, el día que se jubile va a tener muy poco aporte hecho a la AFAP. ¿Es 
así? 


SEÑOR BAUMGARTNER.- La primera de las preguntas está bastante relacionada con la anterior. Si 
tiene solamente catorce años no tendrá causal ni por el régimen de solidaridad intergeneracional ni por 
el régimen de ahorro individual. En caso de que no acceda a ninguna causal, podría también allí -en la 
medida que lo deje en la AFAP- retirar en el día de mañana ese dinero. De todas maneras, esto forma 
parte de la información integral que hay que brindarle al afiliado para que tome esta decisión. 


Respondiendo la segunda interrogante quiero decir que lo que se consensuó en el diálogo - 
reiterando un poco lo manifestado por el Director Baz- fue que el alcance de esto -especialmente lo 
subrayó el contador Davrieux- era el de deshacer la opción. En el artículo 1% se regula el viejo 
mecanismo de bajarse, esto es, que quienes estaban en el régimen de transición y optaron 
integralmente por el régimen mixto, podían volver al anterior. 


Por el artículo 2* -que es la novedad- se puede deshacer la opción del artículo 8. Quien 
deshace, entonces, la opción del artículo 8% vuelve al régimen de solidaridad intergeneracional 
solamente por aquellos aportes -así lo establece el proyecto de ley- que no estaba obligado a mandar a 
la AFAP. Por lo tanto, por el monto que supere los $ 31.000 ahí sí queda obligatoriamente 
comprendido, aunque hubiese optado o no por el artículo 8%. Por esos tramos o pedazos -por decirlo 
así- de asignación que superen los $ 31.000, sí queda en la AFAP. Reitero que esto fue lo 
consensuado; si hay un punto en el que hubo absoluto acuerdo fue en ese, es decir, en deshacer la 
opción y volver las cosas al mismo estado que tenían antes de que el afiliado hubiese hecho la opción 
del artículo 8% ¿Qué hubiera ocurrido a lo largo de ese tiempo? Si superaba los $ 31.000, el pedacito 
hubiera pasado y quedaba en la AFAP. Incluso, los depósitos voluntarios y convenidos que, en 
realidad, no debían hacerse al BPS, sino que los hizo el afiliado voluntariamente o su patrono por vía 
de un convenio colectivo, permanecerán en la AFAP, tal como lo establece el proyecto de ley. Esta es 
otra variable que habrá que poner en conocimiento del afiliado al momento de informarle. 
Concretamente, habrá que decirle: “Si optas por deshacer la opción, tu pasaste muy pocas veces estos 
$ 31.000 a lo largo de tu vida, ten en cuenta que te quedará muy poco saldo en la AFAP. ¿Te conviene 
o no te conviene?” Esta es la proyección que podemos hacer y que forma parte de la información que 
hay que brindarle al afiliado para que tome la decisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Han quedado claros los elementos que constituyen toda la información que se 
debe brindar para una toma de decisión justa. 


Otro tema que quedó pendiente es el de la institución encargada del asesoramiento. 
Sabemos que las AFAP están reclamando alguna participación en ello, pero este tema será discutido 
más adelante. En lo personal, creo que el Banco de Previsión Social cuenta con todos los elementos 
como para hacerlo; a lo largo de todo este tiempo ha demostrado un manejo muy adecuado de una 
base de datos y de información que, sin temor a equivocarme, es la más grande del país. Además, la 
institución no está involucrada en una actividad lucrativa del sistema. Me parece que este es el 
elemento fundamental para hacer el asesoramiento. De todas maneras, esta es mi opinión. 


SEÑOR MINISTRO.- Quiero decir que hemos escuchado algunos planteos vinculados a los plazos 
que, luego del asesoramiento, se le estaría otorgando a la persona para tomar la decisión definitiva. 
Esto tiene que ver con la determinación de límites; no se trata de que la persona se asesore ahora y al 
año siguiente lo haga nuevamente. Esto, desde el punto de vista operativo, sería imposible de manejar. 
No tenemos inconveniente que los plazos sean mayores al de noventa días que establece el proyecto 
de ley. Simplemente, nos parece que tiene que existir un plazo que rija a partir del momento que la 
persona sea asesorada. Además, tengamos claro que las AFAP brindarán su propio asesoramiento. 


El proyecto de ley establece la obligatoriedad de asesoramiento del Banco de Previsión 
Social, pero las AFAP -se van a dar cuenta cuando prendan la televisión- también lo harán. Creo que 
esto es bueno, porque el ciudadano podrá contar con la información del Banco de Previsión Social y, 
eventualmente, una visión de la AFAP que puede ser coincidente o no, respecto a su destino si opta 
por un camino o por el otro. 


SEÑOR LACALLE POU.- No me ha quedado clara la explicación. 


Yo estoy hablando de la persona que entra al sistema mixto obligatoriamente por su salario y 
sigue hasta el momento de retirarse. Como tuvo poca aportación, en ese 50 y 50 que pagan el Banco 
de Previsión Social y las AFAP, el dinero ahorrado va a ser muy poco. Creo que esto es lo que 
redundará en una jubilación menor porque durante mucho tiempo no tuvo capitalización en los aportes 
de las AFAP, más allá de que eventualmente haya realizado la opción. 


Por último, ¿este proyecto de ley no supone una mejora en la jubilación? ¿O simplemente se 
busca que opte sin los elementos? 


SEÑOR MINISTRO..- El concepto de libertad de opción del afiliado persigue que el trabajador elija la 
mejor jubilación posible de las dos que están sobre la mesa contando con el asesoramiento que no 
tuvo al momento de optar. Entonces, desde ese punto de vista, lo que pretendemos es habilitar la 
posibilidad de que se jubile mejor. 


SEÑOR LACALLE POU.- ¿Por qué no se hace al final? 


SEÑOR MINISTRO.- En ese caso existe otro problema que tiene que ver con la estabilidad del sistema 
y lo que significa la opción realizada por la persona con los elementos adecuados y la apuesta a 
jubilarse en determinadas condiciones. Allí hay una elección que realiza el afiliado buscando el mejor 
camino en función de sus expectativas en el mercado de trabajo. La posibilidad de elegir al final del 
período es hacerlo con las cartas vistas, y quien lo haga así, elegirá la mejor opción que será 
financiada por el conjunto de la sociedad. 


SEÑOR BAZ.- Insisto que esto ya fue discutido en el diálogo y precisamente fue el planteo llevado 
adelante por el Partido Nacional. El deshacer la opción en el último minuto cuando ya existe la causal 
jubilatoria lo que hace es trasladar al Estado la incertidumbre de qué puede pasar con ese colectivo de 
trabajadores, porque implica una cantidad de fondos, una planificación no realizada, entre otras cosas. 
Tenemos la sensación de que sería irresponsable por parte del Gobierno que el Estado no planificara 
con suficiente antelación cuándo y de cuánto tendrá que disponer en determinado momento. Entonces, 
no cabe lugar a dudas que el mejor momento para que el trabajador elija es con las cartas vistas, pero 
para la sociedad y el sistema por lejos no es la mejor opción. 


SEÑOR DA ROSA.- En realidad, la pregunta que voy a realizar se relaciona con la del señor Diputado 
Lacalle Pou. Todavía no me queda claro por qué se establece que tiene que ser entre 40 y 50 años; 
podría haberse fijado entre 48 y 58 años o entre 45 y 55 años. Es un tema en el cual hoy hice hincapié 
por el tiempo que le queda de vida útil al trabajador, en caso de que presente la solicitud apenas 
cumpla los 40 años. Estamos hablando de un tiempo de alrededor de 20 años. Este es un tema que 
no me termina de cerrar. 


SEÑOR MINISTRO.- Esta no fue nuestra posición original. En la primera posición del Poder Ejecutivo 
el tiempo se fijaba entre los 45 y los 50 años. Luego de una múltiple negociación, acordamos una 
fecha; también podría haberse establecido entre los 41 y los 51 años. No cambiaría nada ni tampoco 
habría una fundamentación para decir por qué tiene que ser en esta etapa. Lo que sí quedaba claro es 
que si establecíamos esa opción al final, generábamos una inequidad respecto a quienes están en el 
Banco de Previsión Social, que no tienen opción de hacer una elección. Esto es importante señalarlo, 
por la pregunta que formulaba el señor Representante Lacalle Pou. 


SEÑOR RUBIO.- Solo deseo hacer una consideración. Es consustancial al sistema de las AFAP la 
asunción de un riesgo por parte de quien realiza la opción. Entonces, no vale jugar a todas. Me parece 
una inequidad social terrible transferir después el problema a la sociedad. Está bien no jugar con el 
diario del lunes y tomar la decisión después que terminó el período. Desde esta óptica, habría un 
problema de equidad básica. 


Ahora bien; la duda que tengo en relación con el proyecto de ley es la siguiente. Una cosa es 
brindar información y otra es dar un asesoramiento. El concepto de asesoramiento -habría que hacer 
consultas jurídicas- nos resulta más responsabilizante desde el punto de vista del Estado. Creo que la 
intención es brindar información en el manejo de distintas hipótesis y escenarios, que pueden ser muy 


variables. De esta forma, se pretende que a partir de un conjunto de simulaciones, se brinde 
información para que se realice una opción con mayor información. Eso es una cosa. Otra es que se 
diga que, en realidad, se realizó un asesoramiento y este resulta un compromiso desde el punto de 
vista de la responsabilidad pública. Quizás haya que pensar un poco más este punto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social y 
asesores. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 59 minutos.) 
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